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PROYECTO DE DECRETO
Por el cual se reglamenta la servidumbre administrativa de que trata el artículo 117 de la Ley 142 de 1994, adicionando una Sección 6 al Capítulo 7 del Título III del Decreto Único 1073 de 2015 Reglamentario del Sector Minas y Energía 
1. ANTECEDENTES, OPORTUNIDAD Y CONVENIENCIA

1.1. Antecedentes de la metodología a implementar:
La gestión predial necesaria para llevar a cabo proyectos eléctricos de generación y trasmisión de energía eléctrica, requiere de las autorizaciones que permitan al ejecutor la posibilidad de pasar por vía aérea, subterránea o terrestre, las líneas eléctricas objeto de la construcción de los proyectos.

En esa medida el mecanismo legal utilizado ha sido el de la imposición de servidumbre por vía judicial y de que trata el artículo 376 del Código General del Proceso.
El procedimiento judicial, así adelantado, se ciñe a los parámetros establecidos en la Ley 56 de 1981, para lo cual el Gobierno Nacional expidió en su oportunidad el Decreto 2585 de 1985, hoy compilado en el Decreto 1073 de 2015, en el que se plasmaron los detalles aplicables al procedimiento impositivo de servidumbre por dicha vía.
De conformidad con lo previsto en los artículos 1, 2 y 3 de la Ley 142 de 1994, la prestación del servicio público domiciliario de energía eléctrica y sus actividades complementarias de generación, transmisión, distribución y comercialización, constituyen servicios públicos esenciales y el Estado intervendrá en los mismos a fin de, entre otros, garantizar la calidad del bien y su prestación continua, ininterrumpida y eficiente.

En lo que corresponde con los requisitos y procedimiento para imponer y hacer efectivo el gravamen de servidumbre publica de energía eléctrica, el Decreto 2585 de 1985 establece en sus artículos 2 y 3 los lineamientos que se deben seguir. 
Prescribe la citada norma que en los casos en los cuales no se hayan anexado los certificados de libertad y tradición de los inmuebles, el juez ordenará el emplazamiento de todas las personas que puedan tener derecho a intervenir en el proceso, mediante edicto emplazatorio que se fijara por el término de (1) mes en un lugar visible y se publicará en un diario de amplia circulación en la localidad, transcurridos cinco (5) días a partir de la expiración del termino de emplazamiento. Lo anterior, vencido el término de traslado de tres (3) días una vez admitida la demanda.

Establece así mismo la norma que dentro de las 48 horas siguientes a la presentación de la demanda, el juez correspondiente practicara una inspección judicial sobre el predio afectado y autorizará la ejecución de las obras que sean necesarias para el goce efectivo de la servidumbre. La norma otorga al afectado la posibilidad de pedir dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación del auto admisorio de la demanda que se practique un avaluó de los daños que se causen y se tase la indemnización a que haya lugar.
1.2. Oportunidad

El propósito del presente Decreto consiste en adicionar una Sección 6 al Capítulo 7 del Título III del Decreto Único Reglamentario 1073 de 2015.

En la actualidad los proyectos de transmisión de energía eléctrica que adelanta el sector se han visto seriamente retrasados, por las demoras que se presentan en los despachos judiciales en el adelantamiento del proceso de imposición de servidumbre.

El auge de tales proyectos, atendiendo a la política pública que el Ministerio de Minas y Energía, a través de la Unidad de Planeación Minero Energética – UPME, ha venido adelantando, mediante el mecanismo de convocatorias públicas, así como aquellos directamente ejecutados por los Operadores de Red, requiere el apoyo del Estado impulsando, dando agilidad a los mismos, para que las fechas en que deben entrar en operación puedan cumplirse. De ese modo se garantiza la eficiente prestación del servicio de energía eléctrica a todos los usuarios conectados al Sistema Interconectado Nacional y que cubre las zonas más pobladas de la geografía nacional.   
Esto teniendo en cuenta que la prestación del servicio público domiciliario de energía eléctrica y sus actividades complementarias de generación, transmisión, distribución y comercialización, constituyen servicios públicos esenciales y el Estado intervendrá en los mismos a fin de, entre otros, garantizar la calidad del bien y su prestación continua, ininterrumpida y eficiente.
1.3. Conveniencia
El procedimiento para imposición de servidumbre por vía judicial establece unos términos procesales que en nada se ciñen a la realidad que nuestro país afronta en el sistema judicial. Allí los plazos establecidos en la normatividad no se aplican estrictamente, lo cual es del conocimiento de la población en general, sino que se encuentran sujetos a las capacidades operativas de los despachos y que manejan un alto volúmen de expedientes, lo que lleva a actuaciones procesales demoradas, impactando el desarrollo de la gestión predial de los proyectos.

La expedición de la presente reglamentación pretende establecer trámites más expeditos en la imposición de la servidumbre necesaria para adelantar proyectos eléctricos, especialmente  los relacionados con la transmisión de energía eléctrica, que en su gran mayoría son resultado de la ejecución de los proyectos incluidos en los planes de transmisión y expansión elaborados por la UPME.

Dichos proyectos se encuentran obligados al cumplimiento de plazos para la entrada en operación de los mismos, generándose el cobro de los recursos amparados mediante garantías a los ejecutores incumplidos, sanción que llega a representar el doble del Ingreso Anual Esperado aprobado por la CREG a las empresas ejecutoras.

Al establecer plazos más cortos por la vía administrativa se inyecta agilidad a la gestión predial evitando entorpecer la efectiva ejecución de los proyectos y propendiendo por la puesta en operación de los mismos en los tiempos inicialmente establecidos, con lo que blinda el Sistema Interconectado Nacional y se garantiza la atención de la demanda de energía eléctrica en el territorio nacional.
2. AMBITO DE APLICACIÓN

La disposición reglamentaria del presente proyecto de Decreto resulta de aplicación por parte de los ejecutores de proyectos de generación y/o transmisión de energía eléctrica que se adelanten por iniciativa propia del transmisor o como resultado de convocatorias UPME.

3. VIABILIDAD JURÍDICA
3.1.  Análisis expreso y detallado de las normas que otorgan la competencia para la expedición del correspondiente acto
Debe señalarse que el artículo 18 de la Ley 126 de 1938 grava con la servidumbre legal de conducción de energía eléctrica a los predios por los cuales deben pasar las líneas respectivas.

Por su parte el artículo 117 de la Ley 142 de 1994, establece:

“la empresa de servicios públicos que requiera beneficiarse de una servidumbre para cumplir su objeto, podrá solicitar la imposición de la misma mediante acto administrativo”. 
Es así como el artículo 118 de la citada Ley 142 de 1994, señala:

“Tienen facultades para imponer la servidumbre por acto administrativo las entidades territoriales y la Nación, cuando tengan competencia para prestar el servicio público respectivo, y las comisiones de regulación”
Ahora bien, en lo que tiene que ver con la competencia de la Nación para prestar los servicios públicos respectivos, el artículo 8° de la Ley 142 de 1994, dispone:
“COMPETENCIA DE LA NACIÓN PARA LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS. Es competencia de la Nación:

(…)

8.3. Asegurar que se realicen en el país, por medio de empresas oficiales, mixtas o privadas, las actividades de generación e interconexión a las redes nacionales de energía eléctrica…”
Obsérvese entonces que corresponde a la Nación el asegurar la prestación del servicio público domiciliario de energía eléctrica, específicamente en lo relacionado con las actividades complementarias de generación y transmisión de energía eléctrica, en el entendido que las redes de interconexión corresponde a redes de transmisión.

Y es que tales actividades forman parte del servicio público domiciliario de energía eléctrica, por así disponerlo el numeral 14.25 del artículo 14 de la Ley 142 de 1994 que establece:

“Servicio público domiciliario de energía eléctrica. Es el transporte de energía eléctrica desde las redes regionales de transmisión hasta el domicilio del usuario final, incluida su conexión y medición. También se aplicará esta Ley a las actividades complementarias de generación, de comercialización, de transformación, interconexión y transmisión” (negrillas fuera del texto original)
Adicionalmente el artículo 38 de la Ley de Infraestructura (Ley 1682 de 2013), establece:
“Durante la etapa de construcción de los proyectos de infraestructura de transporte y con el fin de facilitar su ejecución la Nación a través de los jefes de las entidades de dicho orden y las entidades territoriales, a través de los Gobernadores y Alcaldes, según la infraestructura a su cargo, tienen facultades para imponer servidumbres, mediante acto administrativo. 

(…)

Para efectos de lo previsto en este artículo, se deberá agotar una etapa de negociación directa en un plazo máximo de treinta (30) días calendario. En caso de no lograrse acuerdo se procederá a la imposición de servidumbre por vía administrativa. El Gobierno Nacional expedirá la reglamentación correspondiente con el fin de definir los términos en que se deberán surtir estas etapas. 

En los proyectos a cargo de la Nación, esta podrá imponer servidumbres en todo el Territorio Nacional. 

(…)
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en este artículo será aplicable a la gestión predial necesaria para la ejecución de proyectos de infraestructura de servicios públicos, sin perjuicio de lo establecido en la Ley 56 de 1981.” (negrillas fuera del texto original)
Téngase presente entonces que esta última disposición conduce a determinar que corresponde a la Nación, como elemento constitutivo del Estado, el cual es representado por el Gobierno Nacional, la facultad de imponer servidumbres por vía administrativa, en el desarrollo de la gestión predial que se adelante para la construcción de infraestructura tendiente a la prestación de los servicios públicos, entendidos estos, como atrás se señaló, en lo relacionado con las actividades complementarias de generación y transmisión de energía eléctrica.

Lo anterior conlleva a que el Ministerio de Minas y Energía como rector de la política pública en materia del servicio público domiciliario de energía eléctrica, sea la cabeza líder en la implementación de la expansión del sistema, bien de manera directa o a través de las entidades adscritas o vinculadas.

Por tanto, la competencia para la prestación de servicio de energía eléctrica se encuentra en cabeza del Estado, quien a través del ente rector fija las políticas para que en desarrollo de la libre competencia, los prestadores del servicio público domiciliario de energía eléctrica, bien sean públicos, mistos o privados concreten dicha prestación.

En consecuencia corresponde al Ministerio de Minas y Energía, en el ámbito Nacional,  dar aplicación a la disposición contenida en el artículo 118 de la Ley 142 de 1994, motivo por el cual presenta a consideración el presente proyecto de Decreto Reglamentario de la imposición de servidumbre por vía administrativa. 
Tal competencia dada a la Nación, encuentra respaldo adicional en las siguientes disposiciones normativas:
Constitución Política

Artículo 115. El Presidente de la República es Jefe del Estado, Jefe del Gobierno y suprema autoridad administrativa. 

El Gobierno Nacional está formado por el Presidente de la República, los ministros del despacho y los directores de departamentos administrativos. El Presidente y el Ministro o Director de Departamento correspondientes, en cada negocio particular, constituyen el Gobierno. 

Ningún acto del Presidente, excepto el de nombramiento y remoción de Ministros y Directores de Departamentos Administrativos y aquellos expedidos en su calidad de Jefe del Estado y de suprema autoridad administrativa, tendrá valor ni fuerza alguna mientras no sea suscrito y comunicado por el Ministro del ramo respectivo…
Artículo 334. La dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley… en los servicios públicos… para racionalizar la economía con el fin de conseguir en el plano nacional y territorial, en un marco de sostenibilidad fiscal, el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes… los beneficios del desarrollo…
Artículo 365. Los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado. Es deber del Estado asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional. 
Los servicios públicos estarán sometidos al régimen jurídico que fije la ley, podrán ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades organizadas, o por particulares...

Artículo 367. La ley fijará las competencias y responsabilidades relativas a la prestación de los servicios públicos domiciliarios, su cobertura, calidad y financiación…

Ley 142 de 1994

Artículo 2°. Intervención del Estado en los servicios públicos. El Estado intervendrá en los servicios públicos, conforme a las reglas de competencia de que trata esta Ley, en el marco de lo dispuesto en los artículos 334, 336 y 365 a 370 de la Constitución Política, para los siguientes fines:

2.1. Garantizar la calidad del bien objeto del servicio público y su disposición final para asegurar el mejoramiento de la calidad de vida de los usuarios.
2.2 Ampliación permanente de la cobertura mediante sistemas que compensen la insuficiencia de la capacidad de pago de los usuarios.

Ley 143 de 1994
Artículo 3°. En relación con el servicio público de electricidad, al Estado le corresponde:

(…)

f) Alcanzar una cobertura en los servicios de electricidad a las diferentes regiones y sectores del país, que garantice la satisfacción de las necesidades básicas de los usuarios de los estratos I, II y III y los de menores recursos del área rural, a través de los diversos agentes públicos y privados que presten el servicio.

Artículo 4°. El Estado, en relación con el servicio de electricidad tendrá los siguientes objetivos en el cumplimiento de sus funciones:

a) Abastecer la demanda de electricidad de la comunidad bajo criterios económicos y de viabilidad financiera, asegurando su cubrimiento en un marco de uso racional y eficiente de los diferentes recursos energéticos del país.
b) Asegurar una operación eficiente, segura y confiable en las actividades del sector.
Ley 489 de 1998
Artículo 59º.- Funciones. Corresponde a los ministerios y departamentos administrativos, sin perjuicio de lo dispuesto en sus actos de creación o en leyes especiales:

2. Preparar los proyectos de decretos y resoluciones ejecutivas que deban dictarse en ejercicio de las atribuciones que corresponden al Presidente de la República como suprema autoridad administrativa y dar desarrollo a sus órdenes que se relacionen con tales atribuciones.

Artículo 61º.- Funciones de los ministros. Son funciones de los ministros, además de las que le señalan la Constitución Política y las disposiciones legales especiales, las siguientes:

a. Ejercer, bajo su propia responsabilidad, las funciones que el Presidente de la República les delegue o la ley les confiera y vigilar el cumplimiento de las que por mandato legal se hayan otorgado a dependencias del Ministerio, así como de las que se hayan delegado en funcionarios del mismo;

Lo anterior conlleva a que el Ministerio de Minas y Energía como rector de la política pública en materia de servicios, sea la cabeza líder en la implementación de la expansión del sistema, bien de manera directa o a través de las entidades adscritas o vinculadas.
Por tanto, la competencia para la prestación de servicio de energía eléctrica se encuentra en cabeza del Estado, quien a través del ente rector fija las políticas para que en desarrollo de la libre competencia, los prestadores del servicio público domiciliario de energía eléctrica, bien sean públicos, mistos o privados concreten dicha prestación.

En consecuencia corresponde al Ministerio de Minas y Energía, en el ámbito Nacional,  dar aplicación a la disposición contenida en el artículo 118 de la Ley 142 de 1994, motivo por el cual presenta a consideración el presente proyecto de Decreto Reglamentario de la imposición de servidumbre por vía administrativa. 
3.2.  La vigencia de la ley o norma reglamentada o desarrollada
Los artículos 117 y 118 de la Ley 142 de 1994 a la fecha se encuentran vigentes, no han sido adicionados, modificados ni sustituidos por disposición alguna. Situación similar se predica del artículo 38 de la Ley 1682 de 2013.
3.3. Las disposiciones derogadas, subrogadas, modificadas, adicionadas o sustituidas, si alguno de estos efectos se produce con la expedición del respectivo acto

 
El presente proyecto de decreto modifica la Sección 5 y adiciona una Sección 6, al Capítulo 7 del Título III del Decreto Único 1073 de 2015, Reglamentario del Sector Minas y Energía.
3.4. Revisión y análisis de decisiones judiciales de los órganos de cierre de cada jurisdicción que pudieren tener impacto o ser relevantes para la expedición del acto.
Teniendo en cuenta que con el presente Decreto se reglamenta por primera vez la servidumbre de conducción de energía eléctrica por vía administrativa, no se han producido decisiones judiciales con respecto a la misma.
4. IMPACTO ECONÓMICO

No se genera impacto económico directo para los recursos de la Nación por la expedición del presente decreto, salvo aquellos que se produzcan como resultado de la implementación de la operatividad administrativa tendiente a la aplicación de lo dispuesto en el decreto, los cuales deberán cubrirse con cargo a las partidas del Presupuesto de Funcionamiento o Inversión asignadas al Ministerio de Minas y Energía.

5. DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL

No se requiere

6. IMPACTO MEDIO AMBIENTAL O SOBRE EL PATRIMONIO CULTURAL

No aplica.
7. CONSULTA
No se requiere
8. PUBLICIDAD

El Ministerio de Minas y Energía publicó en su página web el proyecto de decreto objeto de este documento, con el fin de permitir a las empresas del sector eléctrico y al público en general, la presentación de comentarios, observaciones y/ ajustes, en cumplimiento de lo establecido por el numeral 8° del artículo ° del Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo, así como por el artículo 1° del Decreto 270 de 2017.

Dicha publicación se realizó en la página web del Ministerio de Minas y Energía, entre el 05 de mayo de 2017 al 19 de mayo del mismo año.
9.  CONCEPTO DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA
Mediante comunicación con radicado MME     , El Ministerio de Minas y Energía remitió para concepto, el proyecto de decreto mediante el cual se establece el procedimiento para la imposición de servidumbres por vía administrativa en la gestión predial que se efectúe para proyectos de construcción de infraestructura para la prestación de los servicios públicos.
El Departamento Administrativo de la Función Pública – DAFP emitió concepto señalando que XXXX
10.  CONCEPTO DE LA ABOGACÍA DE LA COMPETENCIA
El artículo 7° de la Ley 1340 de 2009, establece:

“Abogacía de la Competencia. Además de las disposiciones consagradas en el artículo 2° del Decreto 2153 de 1992, la Superintendencia de Industria y Comercio podrá rendir concepto previo sobre los proyectos de regulación estatal que puedan tener incidencia sobre la libre competencia en los mercados…”

Tratándose el presente proyecto de decreto de reglamentación tendiente a la imposición de servidumbre, no se afecta la libre competencia, en razón a que no se establecen disposiciones que afecten tal liberalidad.
Por tanto, no se requiere solicitar concepto de abogacía de la competencia a la Superintendencia de Industria y Comercio.

JUAN MANUEL ANDRADE MORANTES
Jefe Oficina Asesora Jurídica MME
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